El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DICTAMEN PERICIAL / AVALÚO BIEN INMUEBLE / NORMAS QUE LO RIGEN / IDONEIDAD DE LOS PERITOS / REQUISITOS / OBJECIÓN / SE DECLARA PROBADA.
Se trata de definir en este caso si le asistió razón al Juzgado al momento de definir la objeción por error grave del dictamen pericial y el recurso de reposición, pues halló que el que rindió el perito de la Lonja de Propiedad Raíz se ajustó a la normativa pertinente; o si revoca la determinación con sustento en la crítica que blande la parte demandada, según la cual, el segundo dictamen se hizo sin contar con los documentos necesarios para verificar la especificaciones del bien, o con una visita física al predio. (…)
… para dilucidar la cuestión, es menester poner de presente que el avalúo de inmuebles se circunscribe a unas específicas reglas, particularmente, el Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 de 2008 del IGAC, en lo que atañe a este caso…
… lo primero que quiere resaltar la Sala es la idoneidad de los peritos enfrentados, pues que ello dice mucho de la valoración que se les encomendó…
Esto contribuye, sin duda, a que se cumpla el cometido del artículo 237 del C.P.C., de que en el dictamen se expliquen los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones; además, facilita la apreciación del mismo, porque el artículo 241 del mismo estatuto manda que el juez tenga en cuenta la competencia del perito, además de la firmeza, calidad y precisión de sus fundamentos…

En esa tarea, se advierte que, respecto de Jaime David Anaya Buitrago, se desconoce profesión alguna relacionada con la materia objeto de discusión; no es arquitecto, ni ingeniero, ni su nombre se dice registrado en la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda, como tampoco a otra entidad que agrupe avaluadores.
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Expediente 66001-31-03-005-2012-00130-02


Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la demandada interpuso contra el auto del 4 de octubre de 2017, proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en el trámite ejecutivo iniciado por el Bancolombia S.A. frente a José Fernando Alzate González. 
ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado declaró fundada la objeción propuesta por la parte ejecutante frente al dictamen pericial con el que se avaluó el inmueble, y tuvo como válida la suma de $785’290.000,oo. 

Para arribar a esa conclusión dijo la funcionaria, luego de recordar lo que se erige en error grave y algunas disposiciones del Decreto 1420 de 1998, que confrontados los dictámenes rendidos por Jaime David Anaya Buitrago y por un experto designado por la Lonja de Propiedad Raíz, este último es el que se amolda a esas prescripciones, en la medida en que se ajustó a los parámetros allí señalados, con lo que cumplió las reglas previstas por el artículo 237 del C.P.C.

Discute en su recurso el apelante que el primer perito es ingeniero civil y auxiliar de la justicia, con vasta experiencia; entre tanto el segundo dictamen se efectuó sin visitar siquiera el inmueble; además, se pidieron unas aclaraciones, de las cuales no se le dio traslado a la parte demandada, con desconocimiento del artículo 238-43 del C.P.C. Tales explicaciones, además, se redujeron a repetir lo que ya decía el dictamen, porque el perito no quiso aceptar que le suministraran información, ni inspeccionó el bien, tan solo se dedicó a recopilar información de oferta de bienes semejante y comparables con el que se avaluó, mas esa semejanza fue imposible de establecer, porque desconocía las especificaciones técnicas del inmueble y advirtió un considerable rango de variación en los valores del predio y en las cabidas superficiales ofertadas. 

Agrega que el perito ha debido tomar como referencia las casas ofertadas en venta en el mismo condominio Altavista, al que pertenece la vivienda objeto de avalúo en lugar de otras fundamentalmente distintas. Que en lo que concierne al valor de la construcción, es imposible que el perito realizara el procedimiento de costo reposición, por cuanto era menester contar con toda la información técnica de los cimientos, mampostería, cubierta, pisos, enchapes, carpintería de madera y metálica, aparatos sanitarios e instalaciones hidráulicas, eléctricas y sanitarias, y la dotación de equipos adicionales, etc., contenida en diseños, planos, especificaciones, materiales, medidas, que no fueron recibidos por el mismo; también era necesaria una inspección física que omitió. 

 Dijo que, extrañamente, se aplicó un valor de $1’300.000,oo m2 de construcción para el inmueble, cuando en las ventas ofertadas en revistas especializadas el promedio para varios proyectos es de $3’500.000,oo aproximadamente. 
Por eso el dictamen más acertado es el del ingeniero Anaya, que se hizo con base en los planos, inspecciones, mediciones, y documentos.
El Juzgado, tras declarar una nulidad desde el auto del 26 de febrero de 2018 (f. 139, copias), sin reparo de las partes, resolvió la reposición con proveído del 17 de julio del presente año (f. 141, copias), y mantuvo lo decidido, luego de hacer un comparativo entre las exigencias legales y el contenido de cada uno de los dictámenes. 

Como no repuso, concedió la apelación.
   



CONSIDERACIONES

   
1.
Se trata de definir en este caso si le asistió razón al Juzgado al momento de definir la objeción por error grave del dictamen pericial y el recurso de reposición, pues halló que el que rindió el perito de la Lonja de Propiedad Raíz se ajustó a la normativa pertinente; o si revoca la determinación con sustento en la crítica que blande la parte demandada, según la cual, el segundo dictamen se hizo sin contar con los documentos necesarios para verificar la especificaciones del bien, o con una visita física al predio. 

  
2.
Sea lo primero señalar que para cuando se presentó el dictamen rendido inicialmente por el perito Jaime David Anaya Buitrago (f. 110, copias), esto es, en marzo de 2015, estaba vigente el C.P.C., con lo cual, la práctica de esta prueba se rige por las reglas de ese estatuto, según lo previó el artículo 624 del CGP. 
  



En tal virtud, por la remisión que hacía el inciso séptimo del artículo 516 del C.P.C., la contradicción se rige por lo señalado en el artículo 238 de tal regulación, como, en efecto, ocurre en este caso.

 
3.
Ahora bien, para dilucidar la cuestión, es menester poner de presente que el avalúo de inmuebles se circunscribe a unas específicas reglas, particularmente, el Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 de 2008 del IGAC, en lo que atañe a este caso, dado que, para cuando se presentó el primer dictamen, aunque ya estaba vigente la Ley 1673 de 2013, respecto de ella hubo uno régimen de transición para la inscripción de los avaluadores, que se fue extendiendo con los Decretos 556 de 2014, artículo 7°, 458 de 2015 y 458 de 2016, artículo 1°.
  
4.
Precisamente, a la luz de ese Decreto 1420, el Juzgado declaró fundada la objeción al dictamen rendido por el perito Jaime David Anaya Buitrago, por cuanto su trabajo careció de detalles suficientes para arribar al avalúo final, pese a las aclaraciones que se le pidieron; en cambio halló ajustado a esa normativa el que rindió la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda (auto del 4 de octubre de 2017, f. 547 a 51, c. copias II). 

  
Y al resolver el recurso de reposición interpuesto, volvió, con mayor detalle, en el comparativo entre los dos trabajos presentados, para concluir que el perito Anaya Buitrago omitió datos como la topografía y forma del terreno, edad de los materiales, estado de conservación física, funcionalidad del inmueble y las características de las áreas comunes por tratarse de un bien sujeto a registro; tampoco especificó el método que utilizó y, por ende, su avalúo carece de idoneidad para la estimación comercial del inmueble.  
    
5.
Pues bien, para dilucidar la cuestión, lo primero que quiere resaltar la Sala es la idoneidad de los peritos enfrentados, pues que ello dice mucho de la valoración que se les encomendó. Y ello debe ser así, porque el mismo Decreto 1420, menos exigente que la nueva Ley 1673, establece en su artículo 8° que “Las personas naturales o jurídicas de carácter privado que realicen avalúos en desarrollo del presente Decreto, deberán estar registradas y autorizadas por una lonja de propiedad raíz domiciliada en el municipio o distrito donde se encuentre el bien objeto de la valoración”. 
  



Esto contribuye, sin duda, a que se cumpla el cometido del artículo 237 del C.P.C., de que en el dictamen se expliquen los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones; además, facilita la apreciación del mismo, porque el artículo 241 del mismo estatuto manda que el juez tenga en cuenta la competencia del perito, además de la firmeza, calidad y precisión de sus fundamentos. Es fácil ver que en lo que atañe a las exigencias de idoneidad del perito la Ley 1673 es de un mayor nivel, como también lo es ahora el artículo 226 del CGP, aunque ya está dicho que este análisis se hace con fundamento en normas anteriores. 
  



Así que, además de las diferencias que resaltó el Juzgado en ambos autos, especialmente en el del 17 de julio de 2019, ha debido ocuparse de descollar las condiciones de cada uno de los expertos. En esa tarea, se advierte que, respecto de Jaime David Anaya Buitrago, se desconoce profesión alguna relacionada con la materia objeto de discusión; no es arquitecto, ni ingeniero, ni su nombre se dice registrado en la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda, como tampoco a otra entidad que agrupe avaluadores. 

  



Por el contrario, se allegó un dictamen rendido por la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda (f. 16 a 34, copias II), que se informó que provino de un comité de avalúos (f. 16); luego, ante la solicitud de complementación, manifestó el gerente de la Lonja que el avalúo se practicó por una comisión en la que participó el arquitecto Carlos Enrique Moreno Alzate, quien está inscrito en el Registro Nacional de Avaluadores de Fedelonjas (f. 36) y otras varias personas (f. 45). 
 



Este nivel es determinante al enfrentar las dos pericias, por cuanto, es evidente, en el segundo de los trabajos se supone un nivel superior de conocimientos, en cuanto estuvo al frente un arquitecto, con registro de avaluador vigente,  y, por tanto, su idoneidad se relieva frente a quien ni siquiera explicó de dónde derivan sus conocimientos sobre el asunto debatido. A lo cual se suma que la Lonja es una institución que se especializa en asuntos como el de ahora, y que de acuerdo con lo que se informó en el dictamen, se contó con un comité de avaluadores. 
  
6. 
Ahora, sumado a este particular detalle, está el comparativo que realizó el Juzgado acerca de las exigencias que trae el Decreto 1420 citado en lo que al dictamen mismo se refiere. 
  
Con tino dijo la funcionaria que fueron varios los aspectos que omitió el perito Anaya Buitrago, que en cambio sí fueron tenidos en cuenta por la Lonja. Así, por ejemplo, cuestiones tan determinantes como la topografía y la forma del inmueble, ningún dato arrojan en el dictamen de aquel; la descripción que se hizo del bien por sus elementos constructivos, empleados en su estructura y acabados y las obras adicionales o complementarias, es mucho más prolijo en el trabajo que aportó la entidad, si bien discriminó la estructura, las fachadas, los entrepisos, la cubierta, los muros, los pisos, las puertas, la ventanería, el cielo raso, la cocina y los baños. 

  



Tampoco suministró datos sobre la edad de los materiales utilizados, ni sobre las características de las área comunes; menos aun del método utilizado para el avalúo, cuestiones todas que sí abarcó el dictamen presentado por la lonja. 

  



Todo ello le permitió al Juzgado, y es lo que observa también la Sala, concluir que la experticia de la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda, cumplió adecuadamente las exigencias del artículo 237 del CPC, en cuanto fue claro, preciso y detallado, y en él se explicaron con suficiencia los estudios y exámenes realizados, así como los fundamentos técnicos de sus conclusiones, a diferencia del que presentó el auxiliar Anaya.
  
7.
Las razones que se aducen por el recurrente son insuficientes para revocar la providencia, en cuanto que la Lonja, una vez requerida por el Juzgado para que complementara el dictamen, además de volver a explicar la metodología utilizada, señaló los factores que incidieron para la valoración del terreno y de la construcción, incluyendo los materiales (f. 36 a 40).  
  
8.
En consecuencia, se mantendrá el auto protestado, sin perjuicio de que se diga que, a juicio de la Sala, dado que el trámite del avalúo comenzó en el año 2015, es decir, que se van a completar ya cinco años, es evidente que aquellos trabajos superaron el tiempo de vigencia a que se refiere el artículo 19 del Decreto 1420 que se analiza, y aun no queda ninguno en firme, por lo que el ejercicio que emprendió el Juzgado Primero Civil del Circuito en el auto del 26 de febrero de 2018 (f. 59), aunque luego fue anulado (f. 139, 140) se advertía como una afortunada muestra de dirección del proceso, más en un caso como el presente en el que los intereses económicos de ambas partes están en juego y un valor real del bien al momento de la subasta permitiría un equilibrio entre ellos.

  
9. 
Como el recurso fracasa, en los términos del numeral 1 del artículo 365 del CGP, las costas correrán a cargo del impugnante. Las mismas se liquidarán ante el juez de primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 ibídem. 
  
Para tal fin, en auto separado se fijarán las agencias en derecho. 

   



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 4 de octubre de 2017, proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en el trámite ejecutivo iniciado por Bancolombia S.A. frente a José Fernando Alzate González. 
Costas en esta sede a cargo del impugnante y a favor de la demandante. En auto separado se fijarán las agencias en derecho. 

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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